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Sea lo primero advertir, que la Corte Constitucional  indicó que la regla de la condición más beneficiosa está llamada a operar en aquellos casos en que se identifique una sucesión de normas, en donde la preceptiva derogada del ordenamiento recobra vigencia para así mantener el tratamiento obtenido de su aplicación por conducir a un escenario mucho más beneficioso para el trabajador que aquel que resultaría de emplear la regulación legal que la sustituyó. La condición más beneficiosa supone la existencia de una situación fáctica concreta previamente reconocida y determina que ella debe ser respetada siempre y cuando sea más favorable al trabajador en comparación con la nueva que habría de aplicársele. Así mismo, dicha Corporación indicó que el principio de la condición más beneficiosa se puede aplicar a la pensión de invalidez… 

(…)
Sin embargo, ha de tenerse en cuenta que el accionante allegó copia del reporte de semanas cotizadas en pensiones del que se observa que el mismo cotizó 541,43  semanas (folio 50), lo que significa que la interesada cumplió el requisito de la cantidad  de semanas exigido en el artículo 6º literal b del Decreto 758 de 1990, esto es, 300 semanas en cualquier tiempo durante la vigencia de ese régimen, con lo cual el deber de la entidad accionada era estudiar su solicitud con base en lo dispuesto en esta última normativa.
6.7.9. Debe advertirse que esta Colegiatura ha acogido la jurisprudencia de la Corte Constitucional mediante la cual se llegó a la conclusión de que en aplicación del principio de la condición más beneficiosa, era necesario examinar las solicitudes pensionales invocadas por los actores con base en normativas anteriores, para efectos de garantizar su confianza legítima y el principio constitucional de proporcionalidad, pues en vigencia de dichas regulaciones habían cumplido los requisitos para garantizar el acceso a la prestación reclamada
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA – RISARALDA
SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ
Pereira, veinticinco (25) de julio de dos mil dieciocho (2018)
Aprobado por Acta No.0611
Hora: 2:30 p.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por el apoderado de la señora María Edith Henao Grajales frente al fallo emitido el 1º  de junio de 2018 por el Juzgado 2º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, en contra de COLPENSIONES. 
2. RESUMEN DE LOS HECHOS RELEVANTES
2.1. La señora María Edith Henao Grajales nació el 30 de septiembre de 1952, por lo cual cuenta con 65 años de edad, quien a raíz de sus problemas de salud consistentes en: enfermedad pulmonar obstructiva crónica, (osteo) artrosis primaria generalizada, amputación traumática de un dedo del pie y episodio depresivo moderado, inició el proceso de calificación de pérdida de capacidad laboral y el 10 de julio de 2016 el Departamento de Medicina Laboral de Colpensiones le otorgó un 52.99% de  PCL, estructurada el 05 de julio de 2016 y por enfermedad de origen común.  En tal virtud, solicitó el reconocimiento y pago de la pensión de invalidez ante dicha entidad, la cual fue negada mediante  la Resolución No. SUB 277739 del 30 de noviembre de 2017 al considerar que no reúne los requisitos exigidos por la ley 860 de 2003.  Contra dicho acto administrativo se solicitó su revocatoria, pero Colpensiones a través de la Resolución No. SUB 89317 del 5 de abril de 2018 decidió confirmar esa determinación.

La actora presenta las siguientes cotizaciones: desde el 04 de mayo de 1972 hasta el 31 de marzo de 1986 equivalente a 3790,01 días/7= es decir, 541.43 semanas cotizadas, por lo que su apoderado manifiesta que si bien es cierto la misma no cumple con los requisitos establecidos  en la Ley 860 de 2003 como tampoco lo que exige la Ley 100 de 1993 en su versión original, también lo es que si acredita las exigencias del artículo 6 del acuerdo 049 de 1990, es decir, tiene más del 50% de pérdida de capacidad laboral y más de 300 semanas cotizadas al sistema.  

Solicitó que se amparen los derechos fundamentales al mínimo vital, seguridad social e igualdad y en consecuencia, se ordene a Colpensiones reconozca la pensión de invalidez la que considera tiene derecho, aplicando en su favor el Acuerdo 049 de 1990 aprobado por el Decreto 758 del mismo año, que resulta más favorable para los intereses de su representado (Fls. 2-13). 
2.3. Se tuvieron como pruebas las allegadas con la demanda de tutela, visibles a folios 14-53. 
3. SÍNTESIS DE LA RESPUESTA A LA DEMANDA
3.1. ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES-COLPENSIONES
Alegó que  la improcedencia de la acción de tutela propuesta, toda vez que existen otros medios de defensa judicial y de conformidad con el numeral 4 del artículo 2 del Código procesal de trabajo, toda controversia que se presente en el marco del sistema de seguridad social entre afiliados, beneficiarios o usuario, empleadores y entidades administradoras deberá ser conocida por la jurisdicción ordinaria laboral. 
Verificó el histórico de trámites de Colpensiones y no evidenció que haya derechos de petición presentado por la actora pendiente por resolver. Así mismo señaló que no es competencia del juez constitucional realizar un análisis de fondo frente al reconocimiento y pago de la pensión de invalidez. En ese sentido solicitó que desestime la acción de tutela contra COLPENSIONES y por lo tanto se declare su improcedencia (Fls. 60-64).
Aportó como pruebas las visibles en los folios 65-76.
4. DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia del 1º de junio de 2018 el Juzgado 2º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta capital resolvió denegar la tutela interpuesta mediante apoderado por la señora María Edith Henao Grajales, al considerar que existe otro mecanismo judicial de defensa para la solicitud pensional reclamada y ante la inexistencia de perjuicio irremediable  (Fls. 77 y 78)
El apoderado judicial de la accionante fue notificado del fallo anterior a través de correo electrónico el 5 de junio de 2018 (Fl. 79 frente y vuelto).
5. SINOPSIS DE LA IMPUGNACIÓN

Dentro del término para presentar la impugnación de primera instancia, el 8 de junio de 2018, el abogado de la señora Henao Grajales recalcó que si bien existe otro mecanismo judicial por medio del cual se pueda reclamar la pensión de invalidez de su prohijada, el mismo no resulta ser eficaz y proteccionista con la misma, teniendo en cuenta que en la jurisdicción laboral de Pereira no se está aplicando la condición más beneficiosa en torno a la pensión de invalidez, a diferencia de la jurisdicción constitucional, la cual ha avalado de forma contundente la aplicación de la misma, tal como lo hizo la Corte Constitucional en las Sentencias SU 442 de 2016 y T-953 de 2014 con respecto a que se debe tener en cuenta el Acuerdo 049 de 1990.  

Indicó que su prohijada no posee los recursos económicos y físicos para satisfacer sus necesidades diarias, además su estado de salud no es el mejor dado el tumor que resguarda en su organismo y el cual le genera varios problemas en su integridad física.   Por lo tanto, solicitó que se revoque el fallo de tutela y en su lugar se ordene a Colpensiones que emita un nuevo acto administrativo por medio del cual reconozca la pensión de invalidez a su prohijada junto con su retroactivo pensional y de forma vitalicia conforme a los dispuesto en el Acuerdo 049 de 1990. 

6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo  establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N.

6.2. Problema jurídico y solución al caso en concreto 

Le corresponde determinar a esta Corporación si la decisión adoptada en primera instancia se hizo observando los parámetros legales y constitucionales o si hay lugar a revocar el numeral primero de la providencia, tal como lo solicitó el accionante. 

6.3.  La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en su artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.
6.4. Sea  lo primero indicar que la Corte Constitucional ha identificado seis causales  específicas de  improcedencia de la tutela, que son las siguientes:

i) Existencia de otro medio de defensa judicial.

ii) Existencia del Habeas Corpus.

iii) Protección de derechos colectivos.

iv) Casos de daño consumado.

v) Tutela frente a actos de carácter general, impersonal y  abstracto.

vi) A su vez se han considerado como causales de improcedencia de la tutela, el incumplimiento del principio de inmediatez
;  la  tutela contra sentencias de tutela
 y la tutela temeraria
.

6.5. La acción de amparo se encuentra regida por el principio de subsidiariedad, ya que no se puede acudir a la tutela para suplantar los medios judiciales existentes
, lo cual  obliga al juez a verificar si el medio ordinario resulta idóneo y eficaz para proteger las garantías del actor, con el fin de establecer la procedencia de la tutela.
 De acuerdo con este requisito, la acción de tutela solo será procedente cuando: “(i) no exista en el ordenamiento jurídico un mecanismo judicial, o (ii) existiendo sea ineficaz y/o (iii) inidóneo. En todo caso, (iv) será procedente de manera transitoria cuando se constate la existencia de un perjuicio irremediable. Pues bien, en materia laboral el requisito de subsidiariedad adquiere una connotación particular. La Corte ha sostenido que cuando se trate de controversias relativas al derecho al trabajo, la acción de tutela en principio no es el mecanismo adecuado para debatirlas pues en “el ordenamiento jurídico colombiano prevé para el efecto acciones judiciales específicas cuyo conocimiento ha sido atribuido a la jurisdicción ordinaria laboral y a la de lo contencioso administrativo, según la forma de vinculación de que se trate, y afirmar lo contrario sería desnaturalizar la acción de tutela, concretamente su carácter subsidiario y residual”.  (Subrayas propias)
6.6. La seguridad social como derecho constitucional fundamental y su protección por medio de la acción de tutela (SU-060 de 2010):
 “4.- La seguridad social se erige en nuestro ordenamiento jurídico como un derecho constitucional a cuyo cumplimiento se compromete el Estado, según se sigue de la lectura del artículo 48 superior, el cual prescribe lo siguiente: “Se garantiza a todos los habitantes el derecho irrenunciable a la seguridad social”[2]. 

 La protección que le otorga el ordenamiento constitucional al derecho a la seguridad social se complementa y fortalece por lo dispuesto en el ámbito internacional pues son varios los instrumentos internacionales que reconocen el derecho de las personas a la seguridad social[3]. El artículo 16 de la Declaración Americana de los Derechos de la Persona afirma que: 

 “Artículo XVI. Toda persona tiene derecho a la seguridad social que le proteja contra las consecuencias de la desocupación, de la vejez y de la incapacidad que, proveniente de cualquier otra causa ajena a su voluntad, la imposibilite física o mentalmente para obtener los medios de subsistencia”. 
De manera similar, el artículo 9 del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales prescribe:   “Artículo 9. Derecho a la Seguridad Social. 1. Toda persona tiene derecho a la seguridad social que la proteja contra las consecuencias de la vejez y de la incapacidad que la imposibilite física o mentalmente para obtener los medios para llevar una vida digna y decorosa. En caso de muerte del beneficiario, las prestaciones de seguridad social serán aplicadas a sus dependientes. (…)”

6.7.  SOLUCIÓN AL CASO EN CONCRETO

6.7.1. Acudió la señora María Edith Henao Grajales a través de su apoderado, al juez constitucional con el fin de que le fueran amparados sus derechos fundamentales de seguridad social integral, mínimo vital, la vida digna, igualdad y dignidad humana, los cuales consideró vulnerados por COLPENSIONES en razón a que se le negó la pensión de invalidez por no cumplir con la totalidad de las semanas cotizadas exigidas por la ley, sin que se tuviera en cuenta el principio de favorabilidad o la condición más beneficiosa y que por su estado debería aplicarse lo referente al acuerdo 049 de 1990, toda vez que tiene cotizadas más de 300 semanas antes del 1º  de abril de 1994, razón por la cual impugnó también la decisión de primera instancia. 

6.7.2. Por su parte, COLPENSIONES emitió la resolución SUB 277739 del 30 de noviembre de 2017, mediante la cual negó a la señora María Edith Henao Grajales el reconocimiento de la pensión de invalidez por no haber cotizado 50 semanas dentro de los últimos 3 años inmediatamente anteriores a la fecha de estructuración de la invalidez, de conformidad con lo dispuesto en la Ley 100 de 1993 y la Ley 860 de 2003, de lo contrario acredita 0 semanas (Fls. 28-34). Dicha decisión fue objeto de solicitud de revocatoria, lo cual fue negado por COLPENSIONES  a través de la resolución SUB89317 del 5 de abril de 2018 (Fls. 45-49).
6.7.3. Sea lo primero advertir, que la Corte Constitucional
 indicó que la regla de la condición más beneficiosa está llamada a operar en aquellos casos en que se identifique una sucesión de normas, en donde la preceptiva derogada del ordenamiento recobra vigencia para así mantener el tratamiento obtenido de su aplicación por conducir a un escenario mucho más beneficioso para el trabajador que aquel que resultaría de emplear la regulación legal que la sustituyó. La condición más beneficiosa supone la existencia de una situación fáctica concreta previamente reconocida y determina que ella debe ser respetada siempre y cuando sea más favorable al trabajador en comparación con la nueva que habría de aplicársele. Así mismo, dicha Corporación indicó que el principio de la condición más beneficiosa se puede aplicar a la pensión de invalidez  y en ese sentido precisó: “la aplicabilidad de dicho principio en materia de pensiones de invalidez se sujeta a la concurrencia de una serie de requisitos o presupuestos, siendo el primero que se presente una sucesión normativa, es decir, que haya un tránsito legislativo y que esas varias normas hayan sido aplicables al afiliado durante su vinculación al sistema de pensiones. Pero además, es forzoso que, bajo el imperio de la normatividad de la cual se depreca su aplicación, se hayan logrado concretar los presupuestos para dejar causado el derecho reclamado”
.
6.7.4.  Para efectos de determinar si una persona  cumple con lo conocido como estado de invalidez, es necesario remitirse a lo dispuesto por los artículos 38 y 39 de la Ley 100 de 1993, que disponen lo siguiente: 
“Artículo 38. Estado de invalidez. Para los efectos del presente capítulo se considera inválida la persona que por cualquier causa de origen no profesional, no provocada intencionalmente, hubiere perdido el 50% o más de su capacidad laboral.
Artículo 39. Requisitos para obtener la pensión de invalidez. Modificado por el artículo 1º de la Ley 860 de 2003. Tendrá derecho a la pensión de invalidez el afiliado al sistema que conforme a lo dispuesto en el artículo anterior sea declarado inválido y acredite las siguientes condiciones:

1. Invalidez causada por enfermedad: Que haya cotizado cincuenta (50) semanas dentro de los últimos tres (3) años inmediatamente anteriores a la fecha de estructuración (…)” 
6.7.5. En la Sentencia T-043 de 2007 La Corte Constitucional hizo una comparación entre la Ley 100 de 1993 y su modificación, la Ley 860 de 2003, con respecto a los exigencias para obtener la pensión de invalidez y constató que: “la Ley 860 de 2003 al incrementar los requisitos para acceder a la pensión de invalidez en relación con la legislación anterior, Ley 100 de 1993, restringe el acceso a la pensión de invalidez por cuanto hace más exigentes sus requisitos de reconocimiento, siendo entonces una medida de carácter regresivo.”
6.7.6. Además de los apartes de la jurisprudencia constitucional de la  Sentencia T-586 de 2015, la Corte Constitucional reiteró la citada posición en relación con la favorabilidad en materia laboral, en cuanto a que puede aplicarse cualquier normativa anterior a la que se encuentra vigente en el momento que se causa el derecho, incluso si está derogada, y en la que se estudió un caso de condiciones idénticas al puesto de presente en esta acción, de la siguiente manera:

“(…) 6.3. En relación con el reconocimiento de derechos pensionales, la Corte Constitucional ha establecido que cuando una autoridad judicial niega ese derecho dejando de aplicar el principio de la condición más beneficiosa desarrollado jurisprudencialmente, debiéndolo hacer, incurre en un defecto sustantivo. Como se vio en el apartado quinto de las consideraciones de esta sentencia, la condición más beneficiosa implica que, por respeto a la confianza legítima y el principio de proporcionalidad, la situación pensional de una persona no se examine bajo las reglas vigentes al momento que se causa el derecho, sino con base en un régimen anterior que está derogado, siempre que se cumplan los requisitos exigidos por este para tal fin. 

(…) En suma, cuando se estudie el reconocimiento de la pensión de invalidez, el fondo de pensiones o la autoridad judicial debe aplicar la condición más beneficiosa, si el afiliado acredita el requisito de densidad de semanas de cualquier régimen anterior al vigente, lo cual implica, examinar la solicitud pensional bajo la norma derogada. 

6.6. Del análisis del material probatorio aportado al expediente se puede concluir que el señor Miguel Arturo Camargo Munevar reúne los presupuestos para dar aplicación a la condición más beneficiosa, pues cumple con el requisito mínimo de semanas cotizadas dispuesto en el Decreto 758 de 1990 antes de que entrara en vigencia la Ley 100 de 1993 (1º de abril de 1994). El Decreto 758 de 1990 exige que el afiliado cotice trescientas (300) semanas, en cualquier época, con anterioridad al estado de invalidez.
 Así, se puede observar que el actor cotizó al Sistema General de Pensiones desde el cinco (5) de noviembre de mil novecientos setenta y tres (1973) hasta el dieciséis (16) de diciembre de mil novecientos noventa y tres (1993), un total de setecientas ocho (708) semanas.
 

6.7. De acuerdo a lo anterior, las autoridades judiciales demandadas tenían la obligación de aplicar la condición más beneficiosa, y examinar el caso bajo el Decreto 758 de 1990 y no con base en lo dispuesto en la Ley 860 de 2003. Por estas razones, se encuentra incompatible con la Carta Política la decisión de la Sala Laboral del Tribunal Superior de Bogotá, que a su vez confirmó la del Juzgado Veinte Laboral del Circuito de Bogotá, de no aplicar la condición más beneficiosa al caso del accionante, bajo el argumento de que los regímenes no son inmediatamente sucesivos. En consecuencia, incurrieron en un defecto sustantivo en sus providencias, pues terminaron aplicando al caso la norma vigente al momento de la estructuración de la invalidez (Ley 860 de 2003), cuando en virtud del principio de la condición más beneficiosa la regla de derecho que gobernaba la controversia era el Acuerdo 049 de 1990, aprobado por el Decreto 758 del mismo año (…)”  (Subrayas propias)

6.7.7. De las pruebas allegadas con la demanda de tutela, la Sala advierte que el accionante de 65 años de edad
, padece múltiples enfermedades que fueron relacionadas en la historia clínica, tales como:  “enfermedad pulmonar obstructiva crónica, no especificada; osteoartrosis primaria generalizada, amputación traumática de un dedo del pie; trastorno depresivo; ”  (Fls. 16-21),  a quien el 10 de julio de 2016 le fue calificada una PCL de 52.99%  en donde se concluyó: “padece una EPOC, artritis de manos, trastorno depresivo, crisis parciales complejas y está en estudio para deterioro cognitivo. Al examen mental, ingresa al consultorio por sus propios medios, con incremento de la actividad psicomotora, afecto de tono elevado, orientada en las tres esferas, en el pensamiento no se detectan alteraciones psicopatológicas, alteraciones en la memoria inmediata y reciente, introspección parcial, prospección no realista, juicio y raciocinio debilitados. Diagnóstico: deterioro cognitivo en estudio. Crisis parciales complejas. Estado actual: en fase activa. Pronostico: malo. Los síntomas mentales nos indican un claro deterioro de las funciones mentales superiores especialmente en la memoria. Concepto: por las morbilidades mencionadas, no está en capacidad de desarrollar actividades de tipo laboral.” (Fls.16-21) y con fecha de estructuración a partir del 05 de julio de 2016, por lo que en este último caso, sería aplicable el artículo 1º de Ley 860 de 2003.

6.7.8. Sin embargo, ha de tenerse en cuenta que el accionante allegó copia del reporte de semanas cotizadas en pensiones del que se observa que el mismo cotizó 541,43  semanas (folio 50), lo que significa que la interesada cumplió el requisito de la cantidad  de semanas exigido en el artículo 6º literal b del Decreto 758 de 1990, esto es, 300 semanas en cualquier tiempo durante la vigencia de ese régimen, con lo cual el deber de la entidad accionada era estudiar su solicitud con base en lo dispuesto en esta última normativa.

6.7.9. Debe advertirse que esta Colegiatura ha acogido la jurisprudencia de la Corte Constitucional mediante la cual se llegó a la conclusión de que en aplicación del principio de la condición más beneficiosa, era necesario examinar las solicitudes pensionales invocadas por los actores con base en normativas anteriores, para efectos de garantizar su confianza legítima y el principio constitucional de proporcionalidad, pues en vigencia de dichas regulaciones habían cumplido los requisitos para garantizar el acceso a la prestación reclamada
, así en la Sentencia T-586 de 2015 se dijo lo siguiente:

“En virtud de lo anterior, diferentes salas de revisión de este Tribunal han señalado que en materia de pensión de invalidez es válido invocar la condición más beneficiosa para inaplicar la Ley 860 de 2003, en vigencia de la cual se estructura la discapacidad, y conceder el derecho con base en lo dispuesto por el Decreto 758 de 1990, si en vigencia del mismo se cumplió con el requisito mínimo de densidad de semanas para garantizar la pensión. A propósito, pueden observarse las sentencias T-062A de 2011,
 T-668 de 2011,
 T-595 de 2012,
 T-576 de 2013,
 T-012 de 2014,
 T-320 de 2014
, T-910 de 2014
 y T-953 de 2014.
 En todas estas providencias, las respectivas Salas de Revisión examinaron casos de personas que, a pesar de haber perdido su capacidad laboral en vigencia de la Ley 860 de 2003, tenían la expectativa de acceder al derecho  a la pensión de invalidez bajo el Decreto 758 de 1990, porque antes de la entrada en vigencia del sistema general de pensiones habían cumplido el requisito mínimo de semanas de dicho cuerpo normativo (300 semanas).  
Pues bien, esta Sala de Revisión considera que la línea sostenida por la jurisprudencia constitucional, en lo relativo a la aplicación del principio de la condición más beneficiosa a una norma no inmediatamente precedente, es acertada por cuanto se ajusta a los principios constitucionales. En efecto, no es razonable que se elimine la protección de las expectativas legítimas de los usuarios con la simple adopción de medidas legislativas sucesivamente, sin que se tenga presente la época en que el causante realiza todas sus cotizaciones, la densidad de aportes que efectúa al sistema y, principalmente, las circunstancias del caso concreto que eventualmente evidencian una afectación desproporcionada a los derechos fundamentales”.  (Subrayas nuestras)

6.7.10. De conformidad con el precedente jurisprudencial constitucional acabado de relacionar, este Tribunal concluye como lo hizo en otro pronunciamiento
 que debe ser acogido y aplicado con el fin de resolver el asunto sometido a estudio por adecuarse en un todo a los lineamientos allí establecidos, y como consecuencia de dicha declaración, COLPENSIONES deberá respetar las garantías constitucionales de la señora María Edith Henao Grajales, sujeto de especial protección por parte del Estado, en el sentido de verificar la norma más favorable para el reconocimiento de su pensión de invalidez, es decir, lo dispuesto en el Acuerdo 049 de 1990 reglamentado por el Decreto 758 del mismo año.
6.7.11.  Por lo analizado, esta Sala no puede desconocer que la jurisprudencia de la Corte Constitucional se ha dado aplicación a las condiciones más benéficas para los aportantes al Sistema de Seguridad Social en Salud en materia pensional y ha  se ha instado a las aseguradoras para que den aplicación a esos precedentes.  Al respecto, indicó lo siguiente: “(…) considera importante exhortar a las entidades del Sistema General de Pensiones, encargadas de reconocer las prestaciones derivadas de invalidez, para que den aplicación a la reiterada jurisprudencia laboral y constitucional, sobre la aplicación adecuada del principio de la condición más beneficiosa y de las normas referentes a la seguridad social, que se reitera en esta y en otras muchas providencias emanadas de la Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia y de la Corte Constitucional. Lo anterior por cuanto la efectividad de los derechos no puede estar sujeta a que el titular deba interponer las acciones judiciales ordinarias o extraordinarias para su reconocimiento (…) (Ver Sentencia T-320 de 2014)
Por lo anterior y en armonía con los precedentes jurisprudenciales,  se revocará el fallo impugnado para tutelar los derechos fundamentales invocados por el abogado de la señora María Edith Henao Grajales.

6.7.12.  Así las cosas, se revocará el fallo estudiado y en su lugar, se ampararán los derechos fundamentales a la seguridad social, debido proceso y mínimo vital de señora María Edith Henao Grajales, y como consecuencia, se ordenará al Gerente Nacional de Reconocimiento de COLPENSIONES, o a quien haga sus veces, que dentro de los quince (15) días siguientes a la notificación de esta providencia, emita un nuevo pronunciamiento respecto de la pensión de invalidez solicitada por la señora María Edith Henao Grajales, mediante el cual realice el estudio de los requisitos para el reconocimiento de esa prestación pensional, de conformidad con lo establecido en el artículo 6º literal b del Decreto 758 de 1990 y en la que se dirá cuáles son los recursos que procedan.
DECISIÓN

Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

RESUELVE

PRIMERO: REVOCAR la sentencia proferida el 1º de junio de 2018 por el Juzgado 2º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira dentro de la acción de tutela insaturada por el apoderado de la señora María Edith Henao Grajales en contra de COLPENSIONES.

SEGUNDO: TUTELAR los derechos fundamentales a la seguridad social, mínimo vital, dignidad humana e igualdad de la señora María Edith Henao Grajales. 

TERCERO:
 ORDENAR al Gerente Nacional de Reconocimiento de COLPENSIONES, o a quien haga sus veces, que dentro de los quince (15) días siguientes a la notificación de esta providencia, emita un nuevo pronunciamiento respecto de la pensión de invalidez solicitada por la señora María Edith Henao Grajales, mediante el cual realice el estudio de los requisitos para el reconocimiento de esa prestación pensional, de conformidad con lo establecido en el artículo 6º literal b del Decreto 758 de 1990 y en la que se dirá cuáles son los recursos que procedan contra ese acto administrativo.

CUARTO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-1.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-2.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-3.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-4.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-5.


� Sentencia T - 903 de 2008 entre otras.


� Sentencia T - 1219 de 2001


� Decreto 2591 de 1991, artículo 38. Sentencia T-407 de 2005 entre otras.


� Sentencia T-409 de 2008 


� Sentencia T-011 de 1997 entre otras.


� Ver Sentencia T-190 de 2015


� Ver Sentencia T-190 de 2015


� El artículo 6º del Decreto 758 de 1990, por el cual se aprueba el Acuerdo número 049 de febrero 1 de 1990 emanado del Consejo Nacional de Seguros Sociales Obligatorios, dispone: “Requisitos de la pensión de invalidez. Tendrán derecho a la pensión de invalidez de origen común, las personas que reúnan las siguientes condiciones: a) Ser inválido permanente total o inválido permanente absoluto o gran inválido y, b) Haber cotizado para el Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte, ciento cincuenta (150) semanas dentro de los seis (6) años anteriores a la fecha del estado de invalidez, o trescientas (300) semanas, en cualquier época, con anterioridad al estado de invalidez.


� En el folio 32 del cuaderno de la Corte se encuentra el reporte de semanas cotizadas en pensiones, actualizado al diecinueve (19) de agosto de dos mil quince (2015), en el que se establece que el señor Miguel Arturo Camargo Munevar, identificado con cédula de ciudadanía 79.104.163, cotizó al Sistema General de Pensiones desde el cinco (5) de noviembre de mil novecientos setenta y tres (1973) hasta el dieciséis (16) de diciembre de mil novecientos noventa y tres (1993), un total de setecientas ocho (708) semanas.





� Fecha de nacimiento el 30 de Septiembre de 1952, según fotocopia de su cédula de ciudadanía, ver folio 14.


� T-062ª/11 T-668/11, T-595/12 T-576/13, T-012/14 y T-320/14T-128/15, T-182/15 y T-384/15)


� M.P. Mauricio González Cuervo. En esta oportunidad, la Sala Segunda de revisión estudió el caso de un ciudadano que debido a su estado de salud, solicitó la pensión de invalidez al estar dictaminado con más del setenta por ciento (70%) de pérdida de capacidad laboral. La Corte exaltó dos aspectos fundamentales para la protección de los derechos: (i) el accionante cumplió con el requisito de cotización exigido por el Decreto 758 de 1990  y, (ii) atendiendo al principio del derecho bajo el cual nadie está obligado a lo imposible, no se le debe exigir semanas cotizadas en los tres años anteriores, puesto que ese tiempo le fue imposible desarrollar una actividad económica. En consecuencia, concedió el amparo requerido y ordenó al fondo de pensiones accionada que emitiera un acto administrativo mediante el cual procediera a reconocer y pagar la pensión de invalidez reclamada.


� M.P. Nilson Pinilla Pinilla. La Corte Constitucional, en su Sala Sexta de Revisión, analizó el caso de dos ciudadanos cuyos dictámenes de pérdida de capacidad laboral superaban el 50%, por lo que solicitaban el reconocimiento de la pensión por invalidez. La referida sala de revisión recordó que la pensión de invalidez es un componente esencial del derecho a la seguridad social por lo que debe asegurarse la aplicación del principio de favorabilidad a las personas que han sufrido de alguna enfermedad o accidente que los incapacite y pretenden el reconocimiento pensional. En consecuencia ordenó revocar las sentencias nugatorias del derecho y el reconocimiento de la pensión por invalidez.  


� M.P. Nilson Pinilla Pinilla. En este caso, el actor solicitó el reconocimiento de la pensión de vejez y la aplicación de la condición más beneficiosa, ya que, logró cotizar cerca de 785 semanas antes de la vigencia de la ley 100. La Corte amparó los derechos del actor con base en el principio de favorabilidad y la condición  más beneficiosa, recordando que dicho principio está amparado por el artículo 53 de la Constitución.


� M.P. Alberto Rojas Ríos. La Corte Constitucional asumió la revisión de un caso en donde dos ciudadanos solicitaban por vía de tutela el reconocimiento de la pensión por invalidez, la cual fue negada por los fondos de pensiones por no cumplir con el requisito de densidad de semanas cotizadas en los tres años inmediatamente anteriores al a fecha de estructuración, establecido por la Ley 860 de 2003. La Sala Octava de revisión decidió tutelar los derechos de los accionantes, argumentando la procedencia de la acción de tutela contra sentencias judiciales en los casos contemplados en la jurisprudencia y también recalcando la posición de la Corte en cuanto a la aplicación de la condición más beneficiosa.


� M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub. En esa oportunidad, se sometió a revisión el caso de varios ciudadanos que solicitaban el amparo de sus derechos fundamentales al mínimo vital y seguridad social y, en consecuencia se ordenara a los fondos de pensiones accionados el pago de sus pensiones por invalidez. La Corte le ordenó a las entidades accionadas dejar sin efectos las resoluciones que negaban la prestación solicitada, con base en la exposición que se hizo en lo que refiere al precedente judicial respecto a la aplicación de la condición más beneficiosa, las implicaciones de su desconocimiento y la obligación que tiene el juez constitucional de anular toda actuación que niegue los derechos de una persona que cumpla los requisitos generales para ser titular de dicha prestación.


� M.P. Nilson Pinilla Pinilla. En esta oportunidad, la Sala Sexta de Revisión estudió el caso de un ciudadano portador de VIH que reclamaba por vía de tutela el reconocimiento de su pensión por invalidez, la cual había sido negada por el fondo de pensiones por no haber cumplido el requisito de cotización. La Corte se refirió a (i) la procedibilidad de la acción de tutela como medio idóneo de la protección del derecho a la seguridad social, más aún cuando el accionante es un sujeto merecedor de especial protección constitucional por encontrarse en una situación de debilidad manifiesta; (ii) la evolución legislativa de los requisitos para el reconocimiento y pago de la pensión de invalidez a partir del Decreto 758 de 1990 y (iii) la aplicación del principio de la condición más beneficiosa. Por lo tanto, dejó sin efectos las sentencias ordinarias que negaron la pensión reclamada y ordenó al fondo de pensiones el reconocimiento pensional.


� M.P. Mauricio González Cuervo.


� M.P. María Victoria Calle Correa. 


� Sentencia de Tutela de 2ª Instancia del 23/11/2015, radicada bajo el No. 66001318700320153168401, M.P. Dr. Jorge Arturo Castaño Duque, mediante la cual revocó la decisión del A quo, y tuteló los derechos funda1mentales al señor Jorge Humberto Peñaranda.
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